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PUEBLOS INDÍGENAS y TRIBALES

2. INTERPRETACIÓN DE LA CADH SEGÚN COSTUMBRES DE LOS PUEBLOS 
INDÍGENAS

Un aspecto destacado en la jurisprudencia de la Corte Interamericana es el rol que juegan los usos y costumbre en la 
interpretación de los derechos consagrados convencionalmente en aquellos casos que involucran a pueblos indígenas 
y tribales.

Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 31 de agosto de 20018

138. La Corte considera que es necesario hacer efectivos los derechos reconocidos en la Constitución Política y en 
la legislación nicaragüense, de conformidad con la Convención Americana.  En consecuencia, el Estado debe 
adoptar en su derecho interno, de conformidad con el artículo 2 de la Convención Americana, las medidas 
legislativas, administrativas y de cualquier otro carácter que sean necesarias para crear un mecanismo efectivo 
de delimitación, demarcación y titulación de la propiedad de los miembros de la Comunidad Mayagna Awas 
Tingni, acorde con el derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres de ésta.

151. El derecho consuetudinario de los pueblos indígenas debe ser tenido especialmente en cuenta, para los efectos 
de que se trata.  Como producto de la costumbre, la posesión de la tierra debería bastar para que las comunidades 
indígenas que carezcan de un título real sobre la propiedad de la tierra obtengan el reconocimiento oficial de 
dicha propiedad y el consiguiente registro.

Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de febrero de 20029 

81. Esta Corte considera que el cuidado de los restos mortales de una persona es una forma de observancia del 
derecho a la dignidad humana. Asimismo, este Tribunal ha señalado que los restos mortales de una persona 
merecen ser tratados con respeto ante sus deudos, por la significación que tienen para éstos. El respeto a dichos 
restos, observado en todas las culturas, asume una significación muy especial en la cultura maya, etnia mam, a la 
cual pertenecía el señor Efraín Bámaca Velásquez. Ya la Corte ha reconocido la importancia de tener en cuenta 
determinados aspectos de las costumbres de los pueblos indígenas en América para los efectos de la aplicación 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos […]. Como se ha reiterado en la audiencia pública 
sobre reparaciones en este caso, para la cultura maya, etnia mam las honras fúnebres aseguran la posibilidad 
de un reencuentro entre las generaciones de los vivos, la persona fallecida y los antepasados muertos. Así, el 
ciclo entre la vida y la muerte se cierra con esas ceremonias fúnebres, permitiendo “rendir respeto a Efraín, 
para tenerlo cerca y para devolverlo o llevarlo a convivir con los antepasados”, así como para que las nuevas 
generaciones puedan compartir y aprender de lo que fue su vida, como es tradición en su cultura indígena. 

8 Los hechos del presente caso están referidos a la Comunidad indígena Awas Tingni, conformada por más de 600 personas. En marzo de 1992, con ocasión 
de un proyecto de extracción forestal, la Comunidad Awas Tingni celebró un contrato con la empresa MADENSA con la finalidad de determinar el 
manejo integral del bosque, reconociéndose así ciertos derechos de participación sobre el territorio ocupado por la Comunidad en virtud a su “posesión 
histórica”. Dos años después, la Comunidad, MADENSA y el Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales de Nicaragua (MARENA) celebraron un 
convenio mediante el cual el Ministerio se comprometió a facilitar la definición de las tierras comunales de la Comunidad.

 En marzo de 1996 el Estado otorgó una concesión por 30 años para el manejo y aprovechamiento forestal de 62 mil hectáreas aproximadamente a la 
empresa SOLCARSA, sin que la Comunidad hubiese sido consultada al respecto. La Comunidad solicitó a diversos organismos estatales no avanzar con 
el otorgamiento de la concesión y a la vez delimitar su territorio. No obstante, ninguna de las dos peticiones fueron atendidas. Asimismo presentaron dos 
recursos de amparo, los cuales tampoco produjeron resultados positivos.

9  Los hechos del presente caso se enmarcan dentro de la práctica del Ejército de capturar guerrilleros y mantenerlos en reclusión clandestina a efectos de 
obtener, mediante torturas físicas y psicológicas, información útil. El 12 de marzo de 1992 se produjo un enfrentamiento armado entre combatientes de 
la guerrilla pertenecientes al Frente Luis Ixmatá y miembros del Ejército en el Municipio de Nuevo San Carlos, Departamento de Retalhuleu. En dicho 
enfrentamiento fue capturado Efraín Bámaca Velásquez. 

 Los captores trasladaron a Efraín Bámaca Velásquez, quien estaba herido, a un destacamento militar. Durante su reclusión en dicho centro, permaneció 
atado y con los ojos vendados, y fue sometido a numerosos maltratos durante su interrogatorio. La última vez que fue visto el señor Bámaca Velásquez 
se encontraba en la enfermería de una base militar atado a una cama de metal.

 Como resultado de los hechos del presente caso, se iniciaron varios procesos judiciales. No obstante, no se realizaron mayores investigaciones ni se 
sancionaron a los responsables.
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Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005

51. Debido a que el presente caso trata sobre los derechos de los miembros de una comunidad indígena, la Corte 
considera oportuno recordar que, de conformidad con los artículos 24 (Igualdad ante la Ley) y 1.1 (Obligación de 
Respetar los Derechos) de la Convención Americana, los Estados deben garantizar, en condiciones de igualdad, 
el pleno ejercicio y goce de los derechos de estas personas que están sujetas a su jurisdicción.  Sin embargo, hay 
que resaltar que para garantizar efectivamente estos derechos, al interpretar y aplicar su normativa interna, los 
Estados deben tomar en consideración las características propias que diferencian a los miembros de los pueblos 
indígenas de la población en general y que conforman su identidad cultural.  El mismo razonamiento debe 
aplicar la Corte, como en efecto lo hará en el presente caso, para valorar el alcance y el contenido de los artículos 
de la Convención Americana, cuya violación la Comisión y los representantes imputan al Estado.

3. DERECHOS VULNERADOS

A continuación se reseñan y ordenan una serie de consideraciones que ha formulado la Corte Interamericana 
respecto de derechos y libertades consagrados convencionalmente interpretados en casos relativos a pueblos indígenas 
y tribales. Para esta sistematización se ha optado por aquellos casos donde hay una referencia explícita a los pueblos 
indígenas y tribales y no se han incorporado estándares que son comunes a toda la población.

3.1. Derecho a la personalidad jurídica

3.1.1. Falta de registro e identificación de miembros individuales de comunidades indígenas

Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo 
de 2006

188. El derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica representa un parámetro para determinar si una 
persona es titular o no de los derechos de que se trate, y si los puede ejercer. La violación de aquel reconocimiento 
supone desconocer en términos absolutos la posibilidad de ser titular de esos derechos y contraer obligaciones, 
y hace al individuo vulnerable frente a la no observancia de los mismos por parte del Estado o de particulares. 

189. Es deber del Estado procurar los medios y condiciones jurídicas en general, para que el derecho al reconocimiento 
de la personalidad jurídica pueda ser ejercido por sus titulares. En especial, el Estado se encuentra obligado a 
garantizar a aquellas personas en situación de vulnerabilidad, marginalización y discriminación, las condiciones 
jurídicas y administrativas que les aseguren el ejercicio de este derecho, en atención al principio de igualdad 
ante la ley.

190. En el presente caso, la Corte ha tenido por demostrado que 18 de los 19 miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa 
que fallecieron como consecuencia del incumplimiento por parte del Estado de su deber de prevención de su 
derecho a la vida […], no contaron con registros de su nacimiento y defunción, ni con algún otro documento 
proveído por el Estado capaz de demostrar su existencia e identidad. 

191. Igualmente, se desprende de los hechos que los miembros de la Comunidad viven en condiciones de extremo 
riesgo y vulnerabilidad, por lo que tienen serios impedimentos económicos y geográficos para obtener el debido 
registro de nacimientos y defunciones, así como otros documentos de identidad. […]

192. Los miembros de la Comunidad mencionados anteriormente han permanecido en un limbo legal en que, si bien 
nacieron y murieron en el Paraguay, su existencia misma e identidad nunca estuvo jurídicamente reconocida, es 
decir, no tenían personalidad jurídica. […]

193. Este Tribunal, además de haber rechazado este argumento del Estado y declarado la violación del artículo 4.1 
de la Convención […], consideró que el Paraguay falló en proveer a la Corte la prueba que ésta le solicitó para 
mejor resolver, cuya carga recae de manera particular sobre el Estado […]. La Corte estima que era deber del 
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